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Referencia: PONENCIA PARA PRIMER DEBATE EN LAS COMISIONES SEXTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DE SENADO Y CÁMARA DE REPRESENTANTES AL PROYECTO DE LEY No. 168 DE 2011 – SENADO y No. 106 DE 2011 – CÁMARA (LEY DE TELEVISIÓN), “MEDIANTE EL CUAL SE DA CUMPLIMIENTO A LO ORDENADO POR EL ARTÍCULO TERCERO DEL ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 02 DE 2011 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES
En condición de Ponentes Coordinadores designados por la Mesa Directiva de la Comisión Sexta Permanente de Senado y Cámara,  realizadas mediante comunicación interna en Senado el día 21 de noviembre de 2011 y nota interna de Cámara de fecha 3  de noviembre de 2011, nos permitimos presentar a las Comisiones Conjuntas  de Senado y cámara que ustedes presiden, y como miembros también de este grupo de trabajo, Ponencia para primer debate en las comisiones sexta constitucional permanente conjuntas de senado y cámara de representantes al proyecto de ley no. 168 de 2011 – Senado y no. 106 de 2011 – Cámara (ley de televisión), “mediante el cual se da cumplimiento a lo ordenado por el artículo tercero del acto legislativo número 02 de 2011 y se dictan otras disposiciones, para que sea presentado a la Comisión Sexta conjunta de Senado y Cámara para estudio y consideraciones de todos los miembros, conforme a los siguientes parámetros:
A. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY: 

La presentación del Proyecto de Ley al Congreso de la República tiene como objetivo principal la distribución de funciones que ejercía la Comisión Nacional de Televisión en materia de televisión pública, tal y como lo determino el acto legislativo 02 del 21 de junio de 2011, en su artículo tercero. 
“ARTÍCULO 3o. La Constitución Política de Colombia tendrá un artículo transitorio del siguiente tenor:

Artículo transitorio. Dentro de los seis meses siguientes a la entrada de vigencia del presente acto legislativo, el Congreso expedirá las normas mediante las cuales se defina la distribución de competencias entre las entidades del Estado que tendrán a su cargo la formulación de planes, la regulación, la dirección, la gestión y el control de los servicios de televisión. Mientras se dicten las leyes correspondientes, la Comisión Nacional de Televisión continuará ejerciendo las funciones que le han sido atribuidas por la legislación vigente.”

En consecuencia, el proyecto presentado por el Gobierno Nacional se limitó a efectuar una redistribución de las competencias que el régimen jurídico le atribuye actualmente a la CNTV, entre distintas entidades del sector TIC ya existentes, y una que se crea –la Agencia Nacional de Televisión ANTV- para garantizar las libertades de expresión e información (C.P ART. 20), el acceso igualitario al espectro radioeléctrico destinado a servicios de televisión abierta, el pluralismo informativo y la competencia (C.P ART. 75).

El Proyecto de Ley, además de efectuar la  distribución de las competencias que actualmente ejecuta la CNTV, entre distintas entidades del sector de la tecnologías de la Información y las comunicaciones ya existentes,  servirá como instrumento para crear la Agencia Nacional de Televisión y la  junta de televisión, la cual será la encargada de dar cumplimiento de las atribuciones que le asignan la Ley, así mismo se crea el  Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos, cuyo objetivo es contribuir para el desarrollo de las funciones misionales y estratégicas de la ANTV.
Para alcanzar dicho objetivo el Proyecto presentado por el Gobierno Nacional,  propone principalmente las siguientes estrategias:

a) Dar estricto cumplimiento al mandato del artículo Tercero del Acto Legislativo No. 02 de 2011. 
b) Lograr una actualización institucional del esquema regulatorio colombiano que sea idónea para la convergencia digital
c) Garantizar el fortalecimiento de la Televisión Pública y de la industria de contenidos digitales del país
B. ANTECEDENTES DEL PROYECTO

El  día 21 de junio de 2011  fue publicado el acto legislativo número  02 de 2011, que consta de cuatro artículos incluida la vigencia, por medio del cual se derogo el artículo 76 de la constitución política que decía: “ARTÍCULO 76. La intervención estatal en el espectro electromagnético utilizado para los servicios de televisión, estará a cargo de un organismo de derecho público con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonial y técnica, sujeto a un régimen legal propio. 

Dicho organismo desarrollará y ejecutará los planes y programas del Estado en el servicio a que hace referencia el inciso anterior.”
Y se modificó el artículo 77, el cual quedo así: “Artículo 77. El Congreso de la República expedirá la ley que fijará la política en materia de televisión.”

En uso de la iniciativa legislativa que le corresponde al Gobierno Nacional consagrada en el artículo 154 de la Constitución Política y el artículo 140 de la Ley 5 de 1992, el señor Ministro de  Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, Doctor DIEGO MOLANO VEGA   radicó el 28 de septiembre de 2011 ante el Congreso de la República, en la secretaria general de la Cámara de Representantes para su trámite legislativo respectivo, el Proyecto de Ley  106 de 2011 – cámara (ley de televisión), “mediante el cual se da cumplimiento a lo ordenado por el artículo tercero del acto legislativo número 02 de 2011 y se dictan otras disposiciones”. El cual fue debidamente publicado en la gaceta número 730 de 2011. 
Así mismo y de conformidad con lo establecido en los artículos 163 de la Constitución Política y 191 de la Ley 5 de 1992, el Gobierno Nacional, representado por el Presidente de la República y el  Ministro de Tecnologías de la Información y las comunicaciones, radicó el día 15 de noviembre de 2011,  mensaje de trámite de urgencia, para que el proyecto de ley se tramitará en sesiones conjuntas.
La mesa directiva de Senado, mediante resolución de número 83 del día 16 de Noviembre de 2011, autorizo a la Comisión Sexta Constitucional Permanente del Honorable Senado para sesionar conjuntamente con la Comisión Sexta de Cámara. 

Así mismo la Mesa Directiva de la Cámara de Representantes mediante Resolución número 2926 del día 22 de Noviembre de 2011, autorizó a la Comisión Sexta Constitucional Permanente para sesionar conjuntamente con la Comisión Sexta Constitucional del Senado.
Como antecedentes vale la pena mencionar que en el marco de discusión de esta ley se efectuó una audiencia pública el día 21 de Noviembre de  2011, convocada por la Comisión Sexta de la Cámara de Representantes en el auditorio Luis Guillermo Vélez, del congreso de la República en la ciudad de Bogotá,  el cual contó con la participación de miembros de diferentes entidades públicas y privadas, entre las que participaron activamente los Honorables Representantes de la Comisión Sexta de Cámara, integrantes de la comisión Nacional de Televisión, representantes de los funcionarios de la CNTV, Excomisionados de  la CNTV y representantes de: RCN, Caracol, Televisión Comunitaria,  asociaciones de prestadores de servicios de televisión, canales regionales y las demás personas interesadas. 
Los puntos primordiales tratados en la Audiencia fueron:   

•
Mensaje principal, que con o sin Comisión Nacional de Televisión se continúe con la “Transición de la Televisión Análoga a la Televisión digital y una única red que facilite este proceso;  La actualización del modelo estándar actual y el fortalecimiento de la televisión pública así como la ampliación de la cobertura universal del servicio de televisión. 

•
Independencia de la entidad que se encargue de los servicios de  televisión; que los miembros de la Junta o quien la presida,  deben tener altas calidades, deben ser de dedicación exclusiva y no comparten la atomización de funciones. Que los períodos de los miembros de la junta sean escalonados con el gobierno de turno. Que la participación en la junta sea de la sociedad y no toda del gobierno. Que hay que buscar los mecanismos de selección que sean participativos.  

•
Se solicitó elaboración de un Proyecto de Ley integral y no solo un Proyecto de Ley que trate aspectos fundamentales de la estructura. Que se nombre a la televisión comunitaria en el proyecto de ley y se cuestionó que va pasar con ellos.

•
Que se debe tener un proyecto de ley donde se determine el fortalecimiento real de la industria de la televisión y que sea una televisión pública de estado y no de gobierno. 

•
 Se solicitó revisar el tema de los funcionarios de la Comisión Nacional de Televisión, que se deben establecer mecanismos claros del proceso de desvinculación.

•
Que el proyecto debe señalar funciones claras de la entidad encargada de la televisión y que se debe resolver el aspecto del tercer canal, se sugirió que sea determinado por el congreso de la República. 

•
Se manifestó que el apoyo a la Televisión comunitaria ha sido poco y que el proyecto de ley debe tocar este tema.   

•
Se expuso que el país necesita un ente verdaderamente técnico, que se tomen decisiones imparciales; solicitan protección a los trabajadores actuales de la CNTV y que el derecho constitucional a la Información está en retroceso.

•
Se propuso para un proyecto de ley de televisión integral, que se realice una eliminación de barreras de la televisión cerrada, eliminar la asimetría regulatoria, y una ley que permita una participación de todos los canales y de la sociedad en general. 

De igual forma, una vez notificada la radicación del proyecto por el Gobierno  y designada la Coordinación de la Ponencia de la Comisión Sexta de Cámara, se procedió al envió a cada una de las siguientes entidades por medio electrónico y físico, de una comunicación escrita para solicitar concepto y posición frente a diferentes aspectos del Proyecto de Ley presentado por el Ministerio de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones:
· Ministerio de las TIC

· Ministerio de Hacienda: por medio de oficio radicado el día 21 de Noviembre de 2011 este Ministerio solicita una semana de plazo para suministrar el concepto, toda vez que la recopilación de los datos exige este plazo. 
· Ministerio de la Protección Social ahora Ministerio del Trabajo y Ministerio de Salud y protección: hasta la fecha no se ha obtenido respuesta.
· Superintendencia de Industria y Comercio: mediante oficio recibido el día 22 de Noviembre de 2011, la superintendencia de Industria y comercio, manifestó que está totalmente de acuerdo con el proyecto, aunque resalta que la función que le están distribuyendo a la Entidad desde la expedición de la ley 1340 de 2009 en su artículo 6 ya la está ejerciendo.
· Comisión Nacional de Televisión: la comisión nacional de televisión ha radicado varios oficios donde suministra información sobre  la estructura de la comisión, situación financiera y del pasivo pensional, laboral y legal de la entidad entre otros. 
· Comisión de Regulación de Comunicaciones (CRC): comunicación recibida el día 15 de noviembre de 2011 donde manifiesta sus observaciones. 
· Radio Televisión Nacional de Colombia (RTVC): radico sus observaciones mediante oficio el día 16 de noviembre de 2011.
· Los canales regionales, CANAL TELEISLAS, CANAL TRO, TELEPACIFICO, TELEANTIOQUIA, TELEMEDELLIN, CANAL CAPITAL, TELECARIBE, TELECAFE: entregaron un concepto unánime respecto del proyecto, radicado el día 17 de noviembre de 2011. 
· ANDESCO

· ACIEM

· ASOMEDIOS
· CINTEL

· ANE

· CARACOL y RCN: dieron una opinión pública en la audiencia realizada en cámara, donde en forma unánime manifiestan la necesidad de crear una nueva entidad, totalmente autónoma e independiente, recomiendan una forma de elección de los integrantes de la junta de televisión, así como les preocupa en cabeza de quién va a estar radicas las funciones de: 
Las mayor parte de las entidades referidas, realizo un pronunciamiento y expuso sus consideraciones frente al Proyecto de Ley, acogidas algunas de ellas por considerarlas que son materia del objeto del Presente Proyecto de Ley. 
De las anteriores comunicaciones enunciadas reposara comunicación en la carpeta de la ponencia. 

El día lunes 28 de noviembre de 2011, la Comisión Sexta de Senado, realizó la audiencia pública en su salón de sesiones, en la cual participaron las diferentes entidades que también hicieron presencia en la audiencia convocada por la Cámara de Representantes y donde reiteraron la posición ya expuesta. Hicieron presencia miembros de diferentes entidades entre ellas, CARACOL Televisión, RCN Televisión, ASOMEDIOS, CNTV, Televisión Comunitaria, Canales Regionales, representantes de los trabajadores de la CNTV, representante de RTVC y uno de los demandantes del Acto Legislativo No. 02 de 2011, y los senadores ponentes, entre otros; quienes dejaron saber las siguientes inquietudes sobre el Proyecto de Ley de Televisión,  resumidas en forma general así:

•
Se reiteró la necesidad de que la entidad que asuma la dirección de la televisión en Colombia, sea independiente del ente regulador, autónoma, no haga parte del Ministerio de la TIC, que los miembros de la Junta sean de dedicación exclusiva y que tengan altas dignidades

•
Se reiteró que es necesario dar garantías a las fuentes de financiación de la televisión pública, ya que el proyecto de ley no es claro.

•
Se expuso que la entidad que asuma la dirección de la televisión debe tener una junta y un gerente general. 

•
Se expuso que la entidad que se cree,  debe desempeñar como mínimo 3 funciones adjudicación, administración y suspensión de los contratos de concesión. 

•
Que se hace necesario impulsar la industria de la televisión, producción y contenidos.  

•
Se manifestó que la televisión debe ser una política de estado y no de gobierno.

•
Se expuso que se debe tener en cuenta a las negritudes y grupos étnicos del país. 

De igual forma se resalta la intervención del Representante Wilson Neber Arías, quien en forma pública le solicito al señor Ministro de las Tecnologías que debía declararse impedido para la discusión y debate del proyecto de ley, tal como lo hizo en la sesión del 9 de noviembre en el marco del trámite del proyecto de Ley No. 133 de 2011 Senado y No. 080 de 2011 cámara, por cuanto: “qué anterior a su labor actual como Ministro se había desempeñado como alto directivo de la compañía multinacional Telefónica”. Esta situación la expuso en forma verbal informando que también la realizo en forma escrita. El señor Ministro se pronunció informando que su petición surtirá su trámite respectivo.
C. MARCO NORMATIVO 

I. Fundamentos constitucionales
· ARTICULO 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.

· ARTICULO 113.  Son Ramas del Poder Público, la legislativa, la ejecutiva, y la judicial. 

Además de los órganos que las integran existen otros, autónomos e independientes, para el cumplimiento de las demás funciones del Estado. Los diferentes órganos del Estado tienen funciones separadas pero colaboran armónicamente para la realización de sus fines.
· ARTICULO  150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones:

1. Interpretar, reformar y derogar las leyes.

7. Determinar la estructura de la administración nacional y crear, suprimir o fusionar ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y otras entidades del orden nacional, señalando sus objetivos y estructura orgánica; reglamentar la creación y funcionamiento de las Corporaciones Autónomas Regionales dentro de un régimen de autonomía; así mismo, crear o autorizar la constitución de empresas industriales y comerciales del estado y sociedades de economía mixta.
23. Expedir las leyes que regirán el ejercicio de las funciones públicas y la prestación de los servicios públicos.

· ARTICULO 154. Las leyes pueden tener origen en cualquiera de las Cámaras a propuesta de sus respectivos miembros, del Gobierno Nacional, de las entidades señaladas en el artículo 156, o por iniciativa popular en los casos previstos en la Constitución. 

No obstante, sólo podrán ser dictadas o reformadas por iniciativa del Gobierno las leyes a que se refieren los numerales 3, 7, 9, 11 y 22 y los literales a, b y e, del numeral 19 del artículo 150; las que ordenen participaciones en las rentas nacionales o transferencias de las mismas; las que autoricen aportes o suscripciones del Estado a empresas industriales o comerciales y las que decreten exenciones de impuestos, contribuciones o tasas nacionales.  

Las Cámaras podrán introducir modificaciones a los proyectos presentados por el Gobierno. 

Los proyectos de ley relativos a los tributos iniciarán su trámite en la Cámara de Representantes y los que se refieran a relaciones internacionales, en el Senado.

· ARTICULO 163. El Presidente de la República podrá solicitar trámite de urgencia para cualquier proyecto de ley. En tal caso, la respectiva cámara deberá decidir sobre el mismo dentro del plazo de treinta días. Aun dentro de este lapso, la manifestación de urgencia puede repetirse en todas las etapas constitucionales del proyecto. Si el Presidente insistiere en la urgencia, el proyecto tendrá prelación en el orden del día excluyendo la consideración de cualquier otro asunto, hasta tanto la respectiva cámara o comisión decida sobre él. 

Si el proyecto de ley a que se refiere el mensaje de urgencia se encuentra al estudio de una comisión permanente, ésta, a solicitud del Gobierno, deliberará conjuntamente con la correspondiente de la otra cámara para darle primer debate.
· ARTICULO 365. Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. 

Los servicios públicos estarán sometidos al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas, o por particulares. En todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el control y la vigilancia de dichos servicios. Si por razones de soberanía o de interés social, el Estado, mediante ley aprobada por la mayoría de los miembros de una y otra cámara, por iniciativa del Gobierno decide reservarse determinadas actividades estratégicas o servicios públicos, deberá indemnizar previa y plenamente a las personas que en virtud de dicha ley, queden privadas del ejercicio de una actividad lícita.

· Acto Legislativo número 02 de 2011 “Por el cual se deroga el artículo 76 y se modifica el artículo 77 de la Constitución Política de Colombia.”
II. Fundamentos Legales
· Ley 3 de 1992: Por la cual se expiden normas sobre las Comisiones del Congreso de Colombia y se dictan otras disposiciones.
ARTÍCULO 2o. Tanto en el Senado como en la Cámara de Representantes funcionarán Comisiones Constitucionales Permanentes, encargadas de dar primer debate a los proyectos de acto legislativo o de ley referente a los asuntos de su competencia.

(…) Comisión Sexta.

Compuesta por trece (13) miembros en el Senado y dieciocho (18) miembros en la Cámara de Representantes, conocerá de: comunicaciones; tarifas; calamidades públicas; funciones públicas y prestación de los servicios públicos; medios de comunicación; investigación científica y tecnológica; espectros electromagnéticos; órbita geoestacionaria; sistemas digitales de comunicación e informática; espacio aéreo; obras públicas y transporte; turismo y desarrollo turístico; educación y cultura. (…)

· Ley 5 de 1992: Por la cual se expide el Reglamento del Congreso; el Senado y la Cámara de Representantes.
ARTÍCULO 6o. CLASES DE FUNCIONES DEL CONGRESO. El Congreso de la República cumple:

(…) 2. Función legislativa, para elaborar, interpretar, reformar y derogar las leyes y códigos en todos los ramos de la legislación.

ARTÍCULO 140. INICIATIVA LEGISLATIVA. Pueden presentar proyectos de ley:

(..) 2. El Gobierno Nacional, a través de los Ministros del Despacho.

ARTÍCULO 169. COMISIONES DE AMBAS CÁMARAS O DE LA MISMA. Las Comisiones Permanentes homólogas de una y otra Cámara sesionarán conjuntamente:

(…) 2. Por solicitud gubernamental. Se presenta cuando el Presidente de la República envía un mensaje para trámite de urgencia sobre cualquier proyecto de ley. En este evento se dará primer debate al proyecto, y si la manifestación de urgencia se repite, el proyecto tendrá prelación en el Orden del Día, excluyendo la consideración de cualquier otro asunto hasta tanto la Comisión decida sobre él; y (…) 
· Ley 182 de 1995: Por la cual se reglamenta el servicio de televisión y se formulan políticas para su desarrollo, se democratiza el acceso a éste, se conforma la Comisión Nacional de Televisión, se promueven la industria y actividades de televisión, se establecen normas para contratación de los servicios, se reestructuran entidades del sector  y se dictan otras disposiciones en materia de telecomunicaciones.
· Ley 489 de 1999  Por la cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones, principios y reglas generales para el ejercicio de las atribuciones previstas en los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones.
· Decreto - Ley 254 de 2000: Por el cual se expide el régimen para la liquidación de las entidades públicas del orden nacional.
· Ley 680 de 2001: Por la cual se reforman las Leyes 14 de 1991, 182 de 1995, 335 de 1996 y se dictan otras disposiciones en
· Ley 1340 de 2009: Por medio de la cual se dictan normas en materia de protección de la competencia.

· Ley 1341 de 2009: Por la cual se definen principios y conceptos sobre la sociedad de la información y la organización de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones –TIC–, se crea la Agencia Nacional de Espectro y se dictan otras disposiciones.
· Ley 1369 de 2009: Por medio de la cual se establece el régimen de los servicios postales y se dictan otras disposiciones.
· Ley 1474 de 2011. Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública.
· Decreto Ley 4169 de 2011: Por el cual se modifica la naturaleza jurídica de la Agencia Nacional del Espectro y se reasignan funciones entre ella y el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones.
III. Fundamentos Jurisprudenciales

En la Sentencia T-391 de 2007 emitida por la Corte Constitucional, indicó que la interpretación del mentado artículo, a la luz de los Convenios y Tratados internacionales, contiene once elementos normativos diferenciables, de los cuales siete son derechos y libertades fundamentales y cuatro prohibiciones cualificadas en relación con su ejercicio:

“(a) La libertad de expresar y difundir el propio pensamiento, opiniones, informaciones e ideas, sin limitación de fronteras y a través de cualquier medio de expresión –sea oral, escrito, impreso, artístico, simbólico, electrónico u otro de elección de quien se expresa-, y el derecho a no ser molestado por ellas. Esta libertad fundamental constituye la libertad de expresión stricto senso, y tiene una doble dimensión – la de quien se expresa, y la de los receptores del mensaje que se está expresando.
“(b) La libertad de buscar o investigar información sobre hechos, ideas y opiniones de toda índole, que junto con la libertad de informar y la de recibir información, configura la llamada libertad de información.

“(c) La libertad de informar, que cobija tanto información sobre hechos como información sobre ideas y opiniones de todo tipo, a través de cualquier medio de expresión; junto con la libertad de buscar información y la libertad de recibirla, configura la llamada libertad de información.

“(d) La libertad y el derecho a recibir información veraz e imparcial sobre hechos, así como sobre ideas y opiniones de toda índole, por cualquier medio de expresión. Junto con los anteriores elementos, configura la libertad de información.

“(e) La libertad de fundar medios masivos de comunicación.

“(f) La libertad de prensa, o libertad de funcionamiento dichos medios masivos de comunicación, con la consiguiente responsabilidad social.

“(g) El derecho a la rectificación en condiciones de equidad.

“(h) La prohibición de la censura, cualificada y precisada por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

“(i) La prohibición de la propaganda de la guerra y la apología del odio, la violencia y el delito, cualificada y precisada por la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Convención internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial, 

“(j) La prohibición de la pornografía infantil, y

“(k) La prohibición de la instigación pública y directa al genocidio.” 
D. EXPOSICIÓN DE LA CONVENIENCIA: 
I. Conveniencia Social del Proyecto de ley: 
Tal y como lo tiene previsto actualmente la reforma constitucional del Acto Legislativo número 02 de 2011, la aplicación del mismo  debe surtirse en dos momentos. Un primer momento en el que se defina la distribución de las funciones actualmente a cargo de la CNTV y, un segundo momento en el que se genere un amplio escenario de discusión para definir la nueva política del modelo de televisión, sin perjuicio de que en el primer escenario se establezcan disposiciones íntimamente relacionadas con la respectiva función objeto de redistribución.
En la medida en que la CNTV ejerce funciones relacionadas con el fortalecimiento de la televisión pública, el Proyecto de Ley que el Gobierno Nacional pone a consideración de las Cámaras Legislativas, contiene una serie de disposiciones que se consideran necesarias e inaplazables para garantizar que, a la par que se transfieren dichas funciones, se establecen medidas idóneas para asegurar el adecuado y efectivo funcionamiento de la Televisión pública.

Para lograr plasmar este objetivo en el texto del Proyecto de Ley propuesto, el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, previo análisis de varias experiencias internacionales que ya han realizado con éxito el tránsito hacia la institucionalidad convergente; y considerando la realidad y tradición propia del sistema de televisión colombiano, extrajo conclusiones valiosas que permitieron alimentar el Proyecto de Ley propuesto.
II. Conveniencia económica: 
Con la nueva propuesta de organización, se permitirá liberar recursos para aumentar los destinados al fortalecimiento de los operadores públicos, contenidos digitales, la cobertura, calidad  y en general todo el régimen del servicio público de televisión.
III. Conveniencia Política y Jurídica del Proyecto de ley: 
Con el fin de garantizar hacia el futuro el acceso igualitario al espectro radioeléctrico para los servicios de televisión, la libertad de expresión, y el pluralismo informativo, se define una estructura independiente del Gobierno, que regulará los contenidos y definirá criterios y condiciones en la prestación del servicio público de televisión. 
E. DERECHO COMPARADO 
· Venezuela: LEY ORGÁNICA DE TELECOMUNICACIONES, Gaceta Oficial No. 36.970 (2000): Esta Ley tiene por objeto establecer el marco legal de regulación general de las telecomunicaciones, a fin de garantizar el derecho humano de las personas a la comunicación y a la realización de las actividades económicas de telecomunicaciones necesarias para lograrlo, sin más limitaciones que las derivadas de la Constitución y las leyes. Art. 35 y ss 
· Paraguay: LEY Nº 642 DE TELECOMUNICACIONES, y su respectivas modificaciones, art. 6 y ss

· Chile: LEY-18838 de 1989, y sus respectivas modificaciones, por medio del cual se crea el  CONSEJO NACIONAL DE TELEVISION.
· México: LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES del 7 de junio de 1995 y sus respectivas modificaciones. Art. 9ª y ss 
· Honduras: Ley Marco del Sector de Telecomunicaciones Decreto 185-95 Del 5 de Diciembre de 1995 y Actualización de la Ley Marco del Sector de Telecomunicaciones Decreto 118-97 Del 25 de Octubre de 1997. Art. 12 y ss 
· Brasil: LEY No 9.472, DE 16 DE Julio DE 1997 Prevé la organización de los servicios las telecomunicaciones, la creación y funcionamiento un órgano regulador y otros aspectos  institucional, en términos de la Enmienda  Constitucional 08, 1995. Art. 8 y ss
F. NORMAS QUE SE MODIFICAN 
· Ley 182 de 1995: Por la cual se reglamenta el servicio de televisión y se formulan políticas para su desarrollo, se democratiza el acceso a éste, se conforma la Comisión Nacional de Televisión, se promueven la industria y actividades de televisión, se establecen normas para contratación de los servicios, se reestructuran entidades del sector  y se dictan otras disposiciones en materia de telecomunicaciones.

G. DEFINICIONES

· AGENCIA 
El Diccionario de la Real Academia de la lengua Española, en una de sus definiciones, menciona que la agencia es: Organización administrativa especializada a la que se confía la gestión de un servicio.
· PERSONA JURIDICA DE DERECHO PUBLICO: Las personas jurídicas de derecho público son las que emanan directamente del Estado y que gozan de derecho de potestad pública y establecen relaciones de subordinación, y tienen por fin la prestación de los servicios públicos y la realización, en el más actual derecho, de ciertas actividades de carácter comercial.
CARACTERÍSTICAS DE LAS PERSONAS JURÍDICAS DE DERECHO PÚBLICO. Las personas jurídicas de derecho público se caracterizan de acuerdo a tres notas: 

el establecimiento o creación, es creada mediante acto estatal (Constitución Política, leyes, decretos, ordenanzas, acuerdos, entre otras ).

El patrimonio, es costeado con fondos oficiales que el Estado recauda a través de los impuestos de toda índole.

Los órganos, es administrada y gobernada mediante órganos públicos o estatales como los distintos Ministerios que tiene el Estado.
H. PLIEGO DE MODIFICACIONES 
El Proyecto de Ley presentado por el Gobierno Nacional con el objetivo de dar cumplimiento al mandato de lo establecido en el acto legislativo 02 de 2011, en su artículo tercero, presenta en su articulado la propuesta de distribución de las funciones actualmente a cargo de la Comisión Nacional de Televisión (CNTV), de acuerdo con un criterio que, en su consideración, hace de esa distribución la más adecuada para el modelo de regulación convergente que requiere el servicio de televisión y que inspiró la aprobación del Acto Legislativo.

Para tales efectos el Gobierno Nacional efectúa una distribución misional de las funciones de la actual Comisión Nacional de Televisión, entre diferentes autoridades del sector de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones TIC, incluyendo entre ellas una que se crea en el proyecto, denominada la Agencia Nacional de Televisión, ANTV , que en el texto propuesto para primer debate tiene por objeto  brindar las herramientas para la ejecución de los planes y programas de la prestación del servicio público de televisión, con el fin de garantizar el pluralismo informativo, la competencia y la eficiencia en la prestación del servicio, así como evitar las prácticas monopolísticas en su operación y explotación, en los términos de la Constitución y la ley.
Si bien la distribución misional es adecuada y responde al modelo de convergencia que hoy impera en el mundo, quienes presentamos esta ponencia consideramos que debe ser objeto de modificaciones en tres aspectos: el primero, relacionado con la naturaleza y diseño institucional del ente que regulará los contenidos y otorgará concesiones para la prestación del servicio y el uso del espectro; el segundo, relacionado con precisiones convenientes en la distribución misional de funciones entre las diferentes autoridades; y el tercero en  unas disposiciones adicionales.

En ese sentido, el pliego de modificaciones se explica de la siguiente manera:

1. Creación de la Agencia Nacional de Televisión ANTV
El texto propuesto para primer debate  define una estructura independiente, que regularía los contenidos y definiría los criterios y condiciones para que aquel otorgue concesiones de televisión, todo con el fin de  garantizar hacia el futuro el acceso igualitario al espectro radioeléctrico para los servicios de televisión, la libertad de expresión, y el pluralismo informativo, a la vez que comportaría el ahorro de aproximadamente 38.000 millones de pesos, equivalente a los costos de funcionamiento de la actual Comisión Nacional de Televisión.

Tal estructura está representada en el proyecto presentado por la Agencia Nacional de Televisión, ANTV, definida como una Agencia Nacional Estatal de Naturaleza Especial, del Orden Nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonial, presupuestal  y técnica, la cual formará parte del sector de la Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones.   
Los ponentes consideran, a este respecto, que si bien tiene razón el Gobierno Nacional en buscar la garantía del acceso igualitario al espectro, la libertad de expresión, y el pluralismo informativo, el peso que tienen tales elementos en la Constitución Política, en el sistema democrático y en el estado social de derecho, hace necesario el fortalecimiento del proyecto en este aspecto, además de que el derecho a una información veraz e imparcial, así como la libertad de expresión a través de la televisión, quedan mejor protegidos a través de un ente con mayor independencia frente al Gobierno de turno.

En efecto, el hecho de que, por los motivos que inspiraron el Acto Legislativo 02 de 2011, y en especial por el fenómeno de la convergencia, se haya eliminado de la Constitución Política la Comisión Nacional de Televisión como el órgano autónomo al que se referían los artículos 76 y 77 de la Carta, no implica que hayan desaparecido los motivos que condujeron al Constituyente de 1991 a su creación como un ente orgánica y funcionalmente autónomo, y que son expuestos por la Corte Constitucional, así:

“La búsqueda obsesiva de un grado significativo de autonomía funcional para el ente encargado de dirigir la televisión, no es pueril o carente de toda justificación. Por el contrario, ella nace de la importancia y trascendencia de este medio de comunicación en la sociedad moderna. La televisión, sobra decirlo, ocupa un lugar central en el proceso comunicativo social. La libertad de expresión y el derecho a informar y ser informado, en una escala masiva, dependen del soporte que les brinda el medio de comunicación. La opinión pública, no es ajena a las ideas e intereses que se movilizan a través de la televisión. Por consiguiente, el tamaño y la profundidad de la democracia, en cierta medida resultan afectados por la libertad de acceso y el pluralismo que caracterice a la televisión y ellas, sin lugar a dudas, pueden resentirse cuando el medio se convierte en canal propagandístico de la mayoría política o, más grave aún, de los grupos económicos dominantes. En otro campo, la televisión despliega efectos positivos o negativos, según sea su manejo, para la conservación y difusión de las diferentes culturas que convergen en una sociedad compleja. Los efectos de las políticas y regulaciones en esta materia, unido al poder que envuelve la intervención en el principal y más penetrante medio de comunicación social, exige que su manejo se guíe en todo momento por el más alto interés público y que ningún sector o grupo por sí sólo, así disponga de la mayoría electoral, pueda controlarlo directa o indirectamente.

La autonomía del ente televisivo, en suma, asume el carácter de garantía funcional e institucional del conjunto de derechos y libertades fundamentales relacionados con la existencia y fortalecimiento del principio democrático, la formación de una opinión pública libre, la fluidez y profundidad de los procesos comunicativos sociales, la creación, intercambio y divulgación de ideas, la conservación de las diferentes identidades culturales etc.

El legislador no puede desvirtuar y anular esta garantía, sin poner en peligro el concierto de libertades y principios que protege. Si el ente de dirección de la televisión es cooptado por uno de los subsistemas de la sociedad - en este caso, el de sus líderes políticos -, existe una alta probabilidad de que su poder se incremente irrazonablemente, a expensas del beneficio general que dicho medio está llamado a servir a la sociedad y a sus distintos componentes e intereses vitales. Inclusive, desde el punto de vista de la competencia política, no es equitativo y petrifica el elenco de opciones, que la televisión deje de ser un bien o recurso social y se convierta en activo cuasi-patrimonial de la mayoría política que en cada momento histórico resulte triunfante.

La autonomía de la Comisión Nacional de Televisión no es, pues, un simple rasgo fisonómico de una entidad pública descentralizada. En dicha autonomía se cifra un verdadero derecho social a que la televisión no sea controlada por ningún grupo político o económico y, por el contrario, se conserve siempre como un bien social, de modo que su inmenso poder sea el instrumento, sustrato y soporte de las libertades públicas, la democracia, el pluralismo y las culturas.

A la luz de las premisas anteriores, resulta comprensible el afán del Constituyente de que la televisión, orgánica y funcionalmente, no fuera controlada por el "gobierno de turno". El propósito institucional que subyace a esta cautela, naturalmente se extiende a las mayorías políticas episódicamente favorecidas en las urnas, ya que de lo contrario el fin buscado sería inalcanzable. No se trata de reducir el alcance de la democracia, sino de vigorizarla, manteniéndola como proceso abierto, para lo cual es indispensable sustraer determinados bienes e instrumentos sociales de la contienda política y de su eventual desenlace, los cuales deben conservar su impronta de neutralidad, si en verdad se quiere estimular un debate público fecundo y pluralista.

La democracia no puede traducirse a un juego de suma cero, que confiera al vencedor todo el poder sobre el Estado y sus instituciones. Basta a este respecto recordar que el artículo 114 de la C.P., distingue lo que es "gobierno" de lo que es "administración", como reiteradamente lo ha sostenido la Corte y que ésta última, regida por las reglas de la carrera administrativa, no es objeto disponible de la política electoral. De otro lado, aún los partidos y movimientos políticos derrotados, no pierden por ese hecho su acceso a los medios de comunicación social del Estado (C.P., art. 112).

En este mismo orden de ideas, no es incompatible con el principio democrático, que el organismo de intervención en la televisión, dada su anotada y necesaria autonomía, se sustraiga a los objetivos y resultados de la contienda política. La televisión y su manejo, al adoptar cierta distancia de los avatares y vicisitudes políticas, sirve mejor a la política si persiste en su función de bien social constitutivo del foro público. En todo caso, la renovación periódica de los miembros de la junta directiva de la Comisión Nacional de Televisión, evita el anquilosamiento de sus orientaciones y alienta la incorporación y articulación de nuevos intereses e ideas, sin el riesgo derivado de otros esquemas que pueden supeditarla enteramente a la variable política.”

En relación con el pluralismo informativo a que hace referencia el artículo 75 de la Constitución, ha señalado la Corte:

“En ejercicio de su potestad para intervenir el espectro electromagnético utilizado para los servicios de televisión, el legislador está facultado constitucionalmente para establecer los mecanismos encaminados a determinar la forma de fundar y desarrollar los medios masivos de comunicación que utilicen el servicio de televisión, así como para imponer las restricciones que sean necesarias para alcanzar los fines propios de dicho servicio. Uno de esos objetivos es asegurar el pluralismo informativo, el cual se manifiesta en la existencia y coexistencia de distintos operadores de televisión que puedan llevar a los usuarios diferentes contenidos que sean reflejo de la realidad circundante, así como en la multiplicidad de puntos de vista en los contenidos de los medios de comunicación ya sea en términos políticos, étnicos, religiosos, culturales, etc. de modo que la inmensa variedad de realidades sociales encuentre su lugar y representación en los medios de comunicación.” 

El pluralismo informativo, además, está íntimamente ligado al derecho a una información veraz e imparcial, según lo ha señalado la misma Corte:

“9- La Corte comienza por destacar que la norma impugnada restringe una libertad económica para asegurar el pluralismo en la televisión y proteger así el derecho a la información de los ciudadanos. Es pues una tensión entre las libertades patrimoniales y el derecho fundamental a la información, que la ley la resuelve en favor del pluralismo informativo, perspectiva que se ajusta a los valores y principios constitucionales, debido no sólo al carácter fundamental del derecho a la información sino a la importancia del pluralismo en la democracia. Por ello, esta Corte ya había señalado con claridad que “ante la colisión de un derecho fundamental como la libertad de expresión o el derecho a informar, con un derecho pecuniario como el que se deriva de la propiedad de los derechos de transmisión de un determinado espectáculo, prevalecen, desde luego los primeros en tanto derechos fundamentales”. Y es que, desde sus primeras decisiones, esta Corporación ha insistido en que “la libertad de expresión ocupa una posición preferente  como medio de formación de la opinión pública”, por lo cual es natural que tienda a prevalecer sobre derechos patrimoniales que buscan proteger intereses económicos individuales”
.
Lo propio ha sucedido al delimitar el alcance del derecho al acceso igualitario al espectro electromagnético que también consagra el mencionado artículo:

“La Corte Constitucional entiende que en la norma transcrita se consagra un derecho fundamental, que no deja de serlo por hallarse incorporado a un capítulo de la Carta Política distinto del que se destina a la enunciación de tales derechos (Cfr. Sentencia T-02 del 8 de mayo de 1992. M.P.: Dr. Alejandro Martínez Caballero).

Ese derecho, reconocido por la Constitución no solamente a las personas naturales sino a las jurídicas -incluidas las de naturaleza pública-, no presenta un contenido que sustancialmente lo sustraiga de los elementos básicos del derecho a la igualdad. Por el contrario, hace parte de él; es una de sus especies y, en consecuencia, obedece a los fundamentos y postulados constitucionales que informan aquél -los cuales han sido extensamente analizados por la doctrina y la jurisprudencia de la Corte-, de donde se infiere que, ante violaciones o amenazas a su ejercicio, cabe la acción de tutela para impetrar de los jueces inmediata y completa protección.”

En torno a la igualdad de oportunidades se ha pronunciado ya la Corte en los siguientes términos:

"El concepto genérico de igualdad encuentra uno de sus desarrollos específicos en la llamada igualdad de oportunidades, que, sin desconocer las reales e inmodificables condiciones de desequilibrio fáctico, social y económico en medio de las cuales se desenvuelve la sociedad, exige de la autoridad un comportamiento objetivo e imparcial en cuya virtud, en lo que respecta a las condiciones y requisitos que ella puede fijar, otorguen las mismas prerrogativas y posibilidades a todos aquellos que tienen una determinada aspiración (ingreso a una plaza de trabajo o estudio, ascenso dentro de una carrera, reconocimiento de una dignidad o estímulo, culminación de un proceso académico, etc.)". (Cfr. Corte Constitucional. Sala Quinta de Revisión. Sentencia T-624 del 15 de diciembre de 1995. Subrayado fuera de texto).

En el fondo, la garantía constitucional que así se define y protege no consiste en nada diferente de impedir que, al iniciarse entre las personas -naturales o jurídicas- una competencia para alcanzar o conseguir algo -lo cual, en la materia objeto de revisión, se relaciona con la prestación de un servicio público mediante el acceso al espectro electromagnético-, alguno o algunos de los competidores gocen de ventajas carentes de justificación, otorgadas o auspiciadas por las autoridades respectivas con criterio de exclusividad o preferencia, o se enfrenten a obstáculos o restricciones irrazonables o desproporcionados en relación con los demás participantes.

Pretende la Constitución que en el punto de partida y a lo largo de la competencia, hasta su culminación, todos los competidores reciban igual trato, se les otorguen las mismas garantías e iguales derechos; se les permita el uso de los mismos instrumentos y medios de acción; se les cobije bajo las mismas normas y reglas de juego; se prevea para todos el mismo sistema de selección y calificación; se les evalúe y clasifique dentro de los mismos criterios, objetiva e imparcialmente, y se exija a todos un mismo nivel de responsabilidades. Obviamente, siempre sobre el supuesto de la equivalencia de situaciones y circunstancias (igualdad real y efectiva).

El espectro electromagnético es definido por la Constitución como un bien público, cuya apropiación por determinadas personas no es permitida dentro de nuestro sistema jurídico, de donde surge que apenas su uso puede entregarse por el Estado a particulares o a personas jurídicas de capital mixto, a título precario y temporal y dentro de las reglas, controles y restricciones que la ley señale y que deben aplicar las autoridades competentes.

El acceso al uso del espectro electromagnético, para emplearlo de conformidad con la gestión que de su manejo y utilización hace el Estado, debe obtenerse por quienes a él aspiren, en un plano de igualdad y equidad, garantizado en diversas formas por el sistema, por fuera del monopolio y la concentración, que la Carta Política de 1991 quiso erradicar.”

De otra parte, si bien es encomiable el interés del Gobierno de reducir los costos asociados al funcionamiento actual de la CNTV, pesan más los valores constitucionales que deben ser objeto de protección a favor de la sociedad, que el ahorro previsto, máxime cuando la reducción de las funciones de la nueva autoridad comporta una reducción sustancial de sus costos de funcionamiento, en comparación con los que exige una estructura funcional como la de la actual CNTV.

Las anteriores consideraciones evidencian la necesidad de otorgar mayores garantías institucionales y orgánicas al ente que regulará aspectos tan sensibles al aparato democrático, y es así como el pliego de modificaciones crea la Agencia Nacional de Televisión ANTV como una Agencia Nacional Estatal de Naturaleza Especial, del Orden Nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonial, presupuestal  y técnica, la cual formará parte del sector de la Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones.   
Tal Agencia, sin replicar la magnitud de la Comisión Nacional de Televisión, estará orgánicamente estructurada para proteger los valores constitucionales mencionados, sin necesidad de depender jurídica ni materialmente del gobierno de turno.

Por otra parte se transferiran funciones, desde una óptica misional, al Ministerio de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones –en materia de control y vigilancia del régimen de prestación del servicio-, la Comisión de Regulación de Comunicaciones –en materia de regulación económica de mercados-, la Agencia Nacional del Espectro –en relación con la planeación, atribución y control del espectro radioeléctrico para televisión-, y la Superintendencia de Industria y Comercio –en materia de prácticas restrictivas de la competencia e integraciones empresariales.  

Para simplificar su régimen jurídico, se prevé que para efectos de los actos, contratos, servidores, regímenes presupuestal y tributario, sistema de controles, y en general el régimen jurídico aplicable, la ANTV se asimila a un establecimiento público del orden nacional, salvo lo previsto en la presente Ley.
Por su parte, en aras de garantizar la independencia y objetividad en el ejercicio de sus funciones y en la toma de decisiones, así como la solvencia moral de sus miembros, se establece que la ANTV tendrá una Junta, denominada Junta Nacional de Televisión, integrada por personas de las más altas calidades y experiencia.

En razón de la importancia de las funciones que ejecutará la ANTV, se establece que las mismas serán de dedicación exclusiva, sin que su remuneración supere a la de un experto comisionado de la CRC. 

Para efectos de garantizar un desempeño administrativo ágil e idóneo del nuevo ente, se incluye en la estructura a un Director, al cual se le exige un perfil igual al de los miembros de la Junta Nacional de Televisión, tanto por sus estudios como por su experiencia en el sector de las TIC, Cultura y educación, que será elegido por la mayoría simple de los miembros de la Junta Nacional de Televisión.

Consideramos entonces que la modificación propuesta concilia de la mejor manera tres intereses en juego: i) el acomodamiento institucional a la realidad convergente; ii) la necesidad de garantizar el acceso igualitario al espectro, las libertades de expresión e información, y el pluralismo informativo; y iii) la reducción de costos institucionales como instrumento para liberar recursos al desarrollo mismo de la televisión, sin sacrificar valores y principios constitucionales de la más alta importancia para la sociedad colombiana y el Estado.

Con los anteriores argumentos de carácter constitucional, legal y de conveniencia para Colombia y teniendo en cuenta la importancia de un adecuado diseño institucional para la planeación, regulación, inspección, vigilancia, control, y financiación de la televisión en Colombia, proponemos a los Congresistas de las Comisiones Sextas permanente de Senado y Cámara de esta Célula Legislativa:
PROPOSICIÓN

Por todas las consideraciones anteriores, solicitamos a los Honorables Miembros de las Comisiones Sexta de Senado y Cámara de Representantes APROBAR  EN  PRIMER DEBATE el PROYECTO DE LEY No. 168 DE 2011 – SENADO y No. 106 DE 2011 – CÁMARA (LEY DE TELEVISIÓN), “MEDIANTE EL CUAL SE DA CUMPLIMIENTO A LO ORDENADO POR EL ARTÍCULO TERCERO DEL ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 02 DE 2011 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, con el pliego de modificaciones y el texto definitivo para primer debate adjuntos. 
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I. TEXTO DEFINITIVO QUE SE PROPONE PARA PRIMER DEBATE EN LAS COMISIONES SEXTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DE SENADO Y CÁMARA DE REPRESENTANTES AL PROYECTO DE  LEY No. 168 DE 2011 – SENADO y No. 106 DE 2011 – CÁMARA (LEY DE TELEVISIÓN), “MEDIANTE EL CUAL SE DA CUMPLIMIENTO A LO ORDENADO POR EL ARTÍCULO TERCERO DEL ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 02 DE 2011 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”.
EL CONGRESO DE COLOMBIA

En cumplimiento de lo ordenado por el artículo tercero del acto legislativo número 02 de 2011 y en ejercicio de lo previsto en el numeral 7º del artículo 150 de la Constitución Política,

DECRETA:
TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1º. OBJETO Y ALCANCE DE LA LEY. En cumplimiento de lo ordenado por el Artículo tercero del Acto Legislativo Número 02 de 2011, la presente ley define la distribución de competencias entre las entidades del Estado que tendrán a su cargo la formulación de planes, la regulación, la dirección, la gestión y el control de los servicios de 
televisión y adopta las medidas pertinentes para su cabal cumplimiento, en concordancia con las funciones previstas en las Leyes 182 de 1995,  1341 de 2009 y el decreto – Ley 4169 de 2011. 
TITULO II

DE LA AGENCIA NACIONAL DE TELEVISIÓN

CAPITULO I

NATURALEZA Y FUNCIONES

Artículo 2º. CREACIÓN, NATURALEZA, OBJETO Y DOMICILIO DE LA AGENCIA NACIONAL DE TELEVISIÓN (ANTV). Créase la AGENCIA NACIONAL DE TELEVISIÓN  en adelante ANTV, como una Agencia Nacional Estatal de Naturaleza Especial, del Orden Nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonial, presupuestal  y técnica, la cual formará parte del sector de la Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones.   La ANTV estará conformada por una Junta Nacional de Televisión, que será apoyada financieramente por el Fondo para el Desarrollo de la Televisión –FONTV- de que trata el artículo 16º de la presente ley.

 El objeto de la ANTV es brindar las herramientas para la ejecución de los planes y programas de la prestación del servicio público de televisión, con el fin de garantizar el pluralismo informativo, la competencia y la eficiencia en la prestación del servicio, así como evitar las prácticas monopolísticas en su operación y explotación, en los términos de la Constitución y la ley.
En desarrollo de su autonomía administrativa, la Junta Nacional de la ANTV adoptará la planta de personal que demande el desarrollo de sus funciones, sin que en ningún caso su presupuesto de gastos de funcionamiento exceda el asignado en el presupuesto de gastos de funcionamiento de la Comisión de Regulación de Comunicaciones - CRC a que se refiere la Ley 1341 de 2009. La ANTV no podrá destinar recursos para suscripción de contratos u órdenes de prestación de servicios personales.

El domicilio principal de la ANTV será la ciudad de Bogotá Distrito Capital.

Parágrafo 1º. Para efectos de los actos, contratos, funcionarios, regímenes presupuestal y tributario, sistemas de controles y en general el régimen jurídico aplicable, la ANTV, se asimila a un establecimiento público del orden nacional, salvo lo previsto en la presente ley. 
Parágrafo 2º.  La ANTV no estará sujeta a control jerárquico o de tutela alguno y sus actos solo son susceptibles de control ante la jurisdicción competente. 

Artículo 3º. FUNCIONES DE LA AGENCIA NACIONAL DE TELEVISIÓN – (ANTV). 

De conformidad con los fines y principios establecidos en el artículo 2º de la Ley 182 de 1995, la ANTV ejercerá las siguientes funciones, con excepción de las consignadas en el artículo 10º, 11º, 12º, 13º, 14º y 15º de la presente ley:

a) Ejecutar para el cumplimiento de su objeto los actos y contratos propios de su naturaleza.
b) Adjudicar las concesiones y licencias de servicio, espacios de televisión, de conformidad con la ley. 
c) Coordinar con la ANE los asuntos relativos a la gestión, administración y control del espectro radioeléctrico.
d) Diseñar e Implementar estrategias pedagógicas para que la teleaudiencia familiar e infantil puedan desarrollar el espíritu crítico respecto de la información recibida a través de la televisión.
e) Sancionar cuando haya lugar a quienes violen con la prestación del servicio público de televisión, las disposiciones constitucionales y legales que amparan específicamente los derechos de la familia y de los niños.
f) Asistir, colaborar y acompañar en lo relativo a las funciones de la ANTV, al Ministerio de las Tecnologías de la Información y las comunicaciones en la preparación y atención de las reuniones con los organismos internacionales de telecomunicaciones en los que hace parte Colombia.

g) Asistir al Gobierno Nacional en el estudio y preparación de las materias relativas a los servicios de televisión. 

h) La ANTV será responsable ante el Congreso de la República de atender los requerimientos y citaciones que éste le solicite a través de las plenarias y Comisiones.
i) Dictar su propio reglamento y demás funciones que establezca la ley. 

CAPITULO II
ORGANIZACIÓN Y ESTRUCTURA DE LA ANTV

Artículo 4º. COMPOSICIÓN DE LA JUNTA NACIONAL DE TELEVISIÓN. La ANTV tendrá una Junta Nacional de Televisión integrada por CINCO (5) miembros, no reelegibles, así:
a) El Ministro de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. 
b) Un Representante designado por el Presidente de la República. 
c) Un representante de los Gobernadores del país.
d) Un Representante de las Universidades públicas y privadas legalmente constituidas y reconocidas por el Ministerio de Educación Nacional, acreditadas en Alta calidad conforme a la publicación anual del SNIES (Sistema Nacional de Información de la Educación Superior), con personería jurídica vigente, que tengan por lo menos uno de los siguientes programas de: Derecho, Comunicación Social, Periodismo, psicología, sociología, economía, pedagogía, negocios internacionales, administración financiera, de empresas; ingenierías telecomunicaciones, civil, eléctrica, electrónica, mecatronica, financiera, en sistemas o mecánica.  Las Universidades señaladas,  además, deberán tener programas de Maestría y/o Doctorados en áreas afines con las funciones a desarrollar.  
e) Un Representante de la sociedad civil.   

La escogencia de los miembros de los literales c. d. y e será mediante un proceso de selección. Para el integrante señalado en el literal c. cada uno de los 32 Gobernadores del país postulará un candidato. Para  el  integrante señalado  en el literal d. cada uno  de los rectores de las universidades que cumplan con las condiciones señaladas anteriormente, postulará un candidato. Una vez se tengan los postulados de los literales c. y d. el Ministerio de Educación Nacional designará tres universidades entre públicas y privadas que tengan acreditación institucional de alta calidad vigente, y acreditación en alta calidad en por lo menos 10 programas, asignándole a cada una el respectivo proceso de selección. En el evento que la universidad  designada por el Ministerio de Educación Nacional para el proceso de selección del literal d, tenga un postulado, este deberá ser retirado.
Para el integrante señalado en el literal e. se realizará un proceso de selección previa convocatoria pública, que realizará la tercera Universidad designada por el Ministerio de Educación Nacional. 
El término de selección en todos los casos será un máximo de tres meses. Para la postulación y convocatoria pública se tendrá un término máximo de un mes. Para la realización del proceso de selección las Universidades designadas tendrán un término de hasta dos meses. Las Universidades designadas serán las encargadas de establecer los parámetros a tener en cuenta en los procesos de selección. 

En la primera conformación de la Junta Nacional de Televisión, a excepción del Ministro de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, el  miembro de la Junta Nacional señalado en el literal  b. será elegido por un término de DOS (2) años; el miembro señalado en el literal c. será elegido por un término de tres (3) años. El miembro señalado en el literal d. será elegido por un término de dos (2) años. Y el integrante del literal e. será elegido por un término de Cuatro (4) años. Vencido el primer periodo señalado, cada miembro saliente será reemplazado para un periodo igual de Cuatro (4) años, no reelegibles. Todos los integrantes de la junta actuarán con Voz y Voto en las decisiones de la Junta. 

Parágrafo 1º. En los casos de renuncia aceptada, muerte o destitución por la autoridad competente de un miembro de la junta nacional,  serán suplidas por el mismo sistema de selección dependiendo del caso en particular establecido en la presente ley. 

Parágrafo 2º. El acto administrativo de posesión de los miembros que conformarán la primera Junta Nacional de Televisión a excepción del Ministro de Tecnología de la Información y las Comunicaciones estará a cargo del Presidente de la República. Las siguientes posesiones serán ante los demás miembros de la Junta Nacional de Televisión conformada. 
Artículo 5º. REQUISITOS Y CALIDADES PARA SER MIEMBRO DE LA JUNTA NACIONAL DE TELEVISIÓN. Para los miembros de la Junta Nacional de Televisión, distintos del Ministro de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, se exigirán los siguientes requisitos y calidades: 

1. Ser ciudadano colombiano mayor de 30 años. 

2. Tener un título profesional en Derecho, Comunicación Social, Periodismo, Psicología, Sociología, Economía, pedagogía, negocios internacionales, administración financiera o de empresas; Ingenierías de telecomunicaciones, eléctrica, electrónica, mecatrónica, financiera, civil, en Sistemas o mecánica. 
3. Tener título de maestría o doctorado en áreas afines con las funciones del cargo. En caso de no contar con título de maestría o doctorado, deberá acreditar al menos diez (10) años de experiencia y una especialización en los sectores a que hace referencia el numeral siguiente.
4. Tener ocho (8) años o más de experiencia profesional en el sector de las tecnologías de la información, de las telecomunicaciones, cultura y educación. 
Parágrafo.
 Excepto el Ministro de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, todos los miembros serán de dedicación exclusiva. Su remuneración

mensual será igual a la de un Experto Comisionado de la Comisión de Regulación de Comunicaciones, incluyendo las prestaciones sociales aplicables. 

Artículo 6º. FUNCIONES DE LA JUNTA NACIONAL DE TELEVISIÓN. Son funciones de la Junta Nacional de Televisión: 
a) Adoptar las medidas necesarias para desarrollar el objeto y las funciones de la entidad;

b) Adoptar las decisiones necesarias para que la ANTV desarrolle las funciones que en materia de políticas públicas le atribuye la presente Ley;

c) Adoptar las decisiones necesarias para que la ANTV desarrolle sus funciones;

d) Otorgar las concesiones para la prestación del servicio público de televisión, incluyendo la asignación de espectro radioeléctrico, cuando aplique, así como otorgar las concesiones de espacios de televisión

e) Aprobar la prórroga de las concesiones para la prestación del servicio público de televisión, incluyendo la asignación de espectro radioeléctrico cuando aplique, así como las de las concesiones de espacios de televisión;

f) Fijar las tarifas, tasas, precios públicos y derechos ocasionados por la prestación del servicio de televisión; 

g) Aprobar el proyecto de presupuesto anual de la entidad que le sea presentado por el Director, de conformidad con la Ley.

h) Determinar la planta de personal de la entidad, creando, suprimiendo o fusionando los cargos necesarios para su buena marcha, de conformidad con la Ley; 

i) Adoptar los manuales, estatutos y reglamentos internos de la entidad, de conformidad con la Ley;

j) Sancionar, de conformidad con las normas del debido proceso y con el procedimiento previsto en la ley, a los operadores del servicio, a los concesionarios de espacios de televisión y a los contratistas de los canales regionales por violación de sus obligaciones contractuales, o por transgresión de las disposiciones legales y reglamentarias o de las de la ANTV, relacionadas con el servicio. 

k) Reglamentar de modo general las condiciones y requisitos que deben cumplir los acuerdos que celebren los concesionarios de espacios de televisión y los contratistas de televisión regional para modificar, sin más limitaciones que las derivadas de la voluntad mayoritaria de los mismos y del respeto de los derechos que los amparan, el carácter y la modalidad de los espacios de que son titulares, la franja de audiencia, los horarios de emisión y la duración de los programas, entre otros; 

l) Establecer las condiciones para que los canales regionales de los que hagan parte entidades territoriales de zonas de frontera puedan asociarse, en condiciones de reciprocidad y observando los acuerdos y tratados internacionales de integración y cooperación, con entidades territoriales del país vecino, para la prestación del servicio público de televisión;
m) Ejercer las demás funciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos de la entidad, que no estén expresamente asignadas a otra dependencia de la misma.

Artículo 7º. DIRECTOR DE LA ANTV.  La ANTV tendrá un Director elegido por la mayoría simple de los miembros de la Junta Nacional de Televisión,  el cual tendrá las siguientes funciones:

1. Representar Legalmente la ANTV

2. Ejecutar e implementar las determinaciones de la Junta Nacional de Televisión de la ANTV.

3. Designar, nombrar y remover, así como aprobar las situaciones administrativas de los funcionarios adscritos a la planta de personal de la entidad de conformidad con la normatividad jurídica vigente.

4. Administrar en forma eficaz y eficiente los recursos financieros, administrativos y de personal,  para el adecuado funcionamiento de la ANTV

5. Presentar para aprobación de la Junta Nacional de Televisión los manuales, estatutos y reglamentos a que haya lugar de conformidad con la presente ley.

6. Actualizar, mantener y garantizar la confiabilidad de la información que reposa en la ANTV.

7. Presentar para aprobación de la Junta Nacional de Televisión el proyecto de presupuesto anual de la entidad. 

8. Celebrar los contratos y en general desarrollar las actividades administrativas necesarias de la ANTV para cumplir con su misión.

9. Y las demás que le asigne la Junta Nacional de Televisión en los estatutos.

Parágrafo. Para ser Director de la ANTV se exigirán los mismos requisitos y calidades de los miembros de la Junta Nacional de Televisión contenidos en el artículo 5º de la presente ley. El Director será de libre nombramiento y remoción.

Artículo 8º. INHABILIDADES PARA SER ELEGIDO MIEMBRO DE LA JUNTA NACIONAL DE TELEVISIÓN y DIRECTOR DE LA ANTV. Además de las inhabilidades previstas en forma general en las leyes para  el ejercicio de funciones públicas, no podrán ser miembros de la Junta Nacional de Televisión ni Director de la ANTV:
1. Quienes durante el año anterior a la fecha de elección, sean o hayan sido miembros de juntas o consejos directivos, representantes legales, funcionarios o empleados en cargos de dirección y confianza de los proveedores de redes y servicios de comunicaciones, incluidos los servicios de televisión. 

2. Quienes dentro del año inmediatamente anterior a la elección hayan sido en forma directa o indirecta, asociados, accionistas o propietarios de cualquier sociedad, o persona jurídica proveedora de redes y servicios de comunicaciones, incluidos los servicios de televisión.
3. El cónyuge, compañera o compañero permanente, o quienes se hallen en el primer  grado  de consanguinidad, segundo  de afinidad o  primero  civil  de  cualquiera  de

las personas cobijadas por las causales previstas en los numerales anteriores o de aquellos miembros de las corporaciones públicas de elección popular. 

4. Las consagradas en la ley 1474 de 2011 “Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública”

Artículo 9º. INCOMPATIBILIDADES DE LOS MIEMBROS DE LA JUNTA NACIONAL DE TELEVISIÓN y DIRECTOR DE LA ANTV. El ejercicio de las funciones de miembro de Junta Nacional de Televisión y Director de la ANTV serán  incompatibles con todo cargo de elección popular y con el ejercicio de cualquier actividad profesional o laboral diferente a la de ejercer la cátedra universitaria. En todo caso aplicaran también las establecidas en la Ley 1474 de 2011.
TITULO  III
CAPITULO I
DE LA DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS

Artículo 10º. DISTRIBUCIÓN DE FUNCIONES EN MATERIA DE POLÍTICA PÚBLICA. Sin perjuicio de la potestad reglamentaria del Presidente de la República,  todas las autoridades a que se transfieren funciones en virtud de la presente Ley, ejercerán, en el marco de sus competencias, la función que el literal a) del artículo 5º de la Ley 182 de 1995 asignaba a la Comisión Nacional de Televisión.

Artículo 11º. DISTRIBUCIÓN DE FUNCIONES EN MATERIA DE CONTROL Y VIGILANCIA. El Ministerio de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones ejercerá las funciones que el literal b) del artículo 5º de la Ley 182 de 1995 asignaba a la Comisión Nacional de Televisión, sin perjuicio de las actividades relacionadas con la dirección y manejo de la actividad concesional que en calidad de entidad concedente deba realizar la ANTV, de conformidad con el artículo 14 de la presente Ley, y de aquellas relacionadas con el control y vigilancia del espectro radioeléctrico para la prestación del servicio de televisión de acuerdo con el artículo 15 de la presente ley.
Parágrafo. Corresponderá a la ANTV ejercer el control y vigilancia por el cumplimiento de las normas relacionadas con los contenidos de televisión. 

Artículo 12º. DISTRIBUCIÓN DE FUNCIONES EN MATERIA DE REGULACIÓN DEL SERVICIO DE TELEVISIÓN. La Comisión de Regulación de Comunicaciones CRC a que se refiere la Ley 1341 de 2009 ejercerá en relación con los servicios de televisión, además 
de las funciones que le atribuye dicha Ley, las que asignaban a la Comisión Nacional de Televisión el Parágrafo del artículo 18, el literal a) del artículo 20, y el literal c) del artículo 5 de la Ley 182 de 1995, con excepción de los aspectos relacionados con la reglamentación contractual de cubrimientos, encadenamientos y expansión progresiva del área asignada, y de los aspectos relacionados con la regulación de franjas y contenido de la programación, publicidad y comercialización, que corresponderán a la ANTV. En particular, la CRC tendrá la función de establecer las prohibiciones a que se refiere el artículo 53 de la Ley 182 de 1995, salvo cuando se relacionen con conductas que atenten contra el pluralismo informativo, caso en el cual tales prohibiciones serán establecidas por la ANTV. 

Para el caso de los operadores del servicio de televisión, el Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos transferirá a la CRC el equivalente a la contribución por regulación a que se refieren el artículo 24 de la Ley 1341 de 2009 y artículo 11 de la Ley 1369 del mismo año, o las normas que los adicionen, modifiquen o sustituyan
Artículo 13º. DISTRIBUCIÓN DE FUNCIONES EN MATERIA DE PRÁCTICAS RESTRICTIVAS DE LA COMPETENCIA E INTEGRACIONES EMPRESARIALES. La Superintendencia de Industria y Comercio de conformidad con lo previsto en la Ley 1340 de 2009, seguirá conociendo de las funciones que el literal d) del artículo 5º de la Ley 182 de 1995, y el artículo 2º de la Ley 680 de 2001, le atribuían a la Comisión Nacional de Televisión.  
Artículo 14º. DISTRIBUCIÓN DE FUNCIONES EN MATERIA DE OTORGAMIENTO DE CONCESIONES.  La ANTV ejercerá las funciones que conferían a la Comisión Nacional de Televisión el literal e) del artículo 5º de la Ley 182 de 1995, y en materia de concesiones, el literal g) del mismo artículo, con excepción de la función de reglamentar el régimen sancionatorio aplicable a los concesionarios, operadores y contratistas de televisión, consagrada en el literal e), que en relación con el régimen del servicio corresponderá al Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, y en cuanto al régimen de uso del espectro radioeléctrico quedará a cargo de la ANE.  En particular, la ANTV ejercerá la función prevista en el artículo 25 de la Ley 182 de 1995 sobre distribución de señales incidentales.
ARTÍCULO 15º.  DISTRIBUCIÓN DE FUNCIONES EN MATERIA DEL ESPECTRO. La intervención estatal en el espectro electromagnético destinado a los servicios de televisión, estará a cargo de la Agencia Nacional del Espectro –ANE- de conformidad con lo determinado en la Ley 1341 de 2009 y el Decreto Ley 4169 de 2011. En particular, la ANE ejercerá las funciones previstas en los artículos 24, 26 y 27 de 1982 de 1995.

La ANTV será la encargada de asignar las frecuencias que previamente haya atribuido la  Agencia Nacional del Espectro -ANE- para la operación del servicio de televisión. 

CAPITULO II
DEL FONDO PARA EL DESARROLLO DE LA TELEVISIÓN Y LOS CONTENIDOS

 Artículo 16º. CREACIÓN Y OBJETO DEL FONDO PARA EL DESARROLLO DE LA TELEVISIÓN Y LOS CONTENIDOS. Créase el Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos el cual hará parte de la ANTV.  El objeto del Fondo es contribuir para el desarrollo de las funciones misionales y estratégicas de la ANTV.
Artículo 17º.  TRANSFERENCIA DEL PATRIMONIO DE LA COMISIÓN NACIONAL DE TELEVISIÓN.  A partir de la entrada en vigencia de la presente ley,  los ingresos y bienes que de acuerdo con el artículo 16 de la Ley 182 de 1995 constituyen el patrimonio de la Comisión Nacional de Televisión serán trasladados al Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos. 

Parágrafo. La transferencia a que se refiere el presente artículo será efectuada por la Comisión Nacional de Televisión durante el plazo de su liquidación
ARTÍCULO 18º. DISTRIBUCIÓN DE LOS RECURSOS DEL FONDO.  El Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos destinará anualmente, como mínimo, el 60% de sus recursos para el fortalecimiento de los operadores públicos del servicio de televisión. 
En cualquier caso, el giro de los recursos para cada uno de los operadores se efectuará en una sola anualidad y no por instalamentos, de acuerdo con la reglamentación que para el efecto expida la ANTV,  sin que en ningún caso tales recursos puedan ser destinados a gastos de funcionamiento, excepto para el caso de RTVC. 
Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, el Fondo de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones – FONTIC- destinará al Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos, para el fortalecimiento de la televisión pública y los contenidos digitales y audiovisuales como mínimo el 10% de los ingresos derivados de la asignación de los permisos para uso de las frecuencias liberadas con ocasión de la transición de la televisión análoga a la digital. 

El Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos destinará anualmente para cubrir los gastos de funcionamiento de la ANTV, como máximo el equivalente a 0,3% de los ingresos brutos generados por la industria abierta y cerrada independientemente de la modalidad de prestación durante el año inmediatamente anterior al del calculo que para el efecto realizará cada año el mencionado fondo. 
Todos los ingresos que se perciban por concepto de Concesiones para el servicio de televisión, en cualquiera de sus modalidades,  serán destinados a la financiación de la operación, cobertura y fortalecimiento de la televisión pública abierta radiodifundida; financiar, fomentar, apoyar y estimular los planes, programas y proyectos orientados a la promoción de contenidos audiovisuales y apoyar los procesos de actualización tecnológica de los usuarios de menores recursos para la recepción de la televisión Digital terrestre Radiodifundida
En caso de ser necesario La Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, transferirá al Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos, los recursos suficientes para que pueda cumplir con el pago de las acreencias que se reciban o resultaren del proceso liquidatorio de la Comisión Nacional de Televisión y que deben ser asumidas por la ANTV y el Fondo en mención.  

Parágrafo Transitorio. Autorizase al Gobierno Nacional para que realice las operaciones presupuestales necesarias para el cabal cumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley.  
TITULO IV

DISPOSICIONES FINALES
Artículo 19º. PASIVO PENSIONAL DE EX TRABAJADORES DE INRAVISIÓN. A partir del primero (1º) de enero del año 2013 el reconocimiento y pago de todas las obligaciones pensionales, cuotas partes pensionales, pensiones de sobrevivientes, laborales, convencionales y demás emolumentos a que haya lugar, a favor de los ex trabajadores del Instituto Nacional de Radio y Televisión (Inravisión), hoy liquidado, corresponderá a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP) y al Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional  (FOPEP), de acuerdo con sus respectivas competencias. 
El reconocimiento y pago de tales obligaciones hasta el 31 de diciembre del año 2012 se efectuará con cargo a los recursos que, de acuerdo con el artículo 16 de la Ley 182 de 1995, constituyen el patrimonio de la Comisión Nacional de Televisión, y que serán trasladados al Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos. 
Sin perjuicio de lo anterior, el Fondo de las Tecnologías de la Información y la Comunicación a que se refiere la Ley 1341 de 2009 contribuirá a la financiación de dicho pasivo, para lo cual transferirá al Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional (FOPEP), previa coordinación con la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional
y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP), hasta el 40% de los ingresos derivados de la asignación de los permisos para uso de las frecuencias liberadas con ocasión de la transición de la televisión análoga a la digital.

ARTICULO 20º. LIQUIDACIÓN DE LA COMISIÓN NACIONAL DE TELEVISIÓN. De conformidad con el Acto Legislativo No. 02 de 2011 artículo tercero, una vez quede conformada la Junta Nacional de Televisión, la Comisión Nacional de Televisión entrará en proceso de liquidación y utilizará para todos los efectos la denominación Comisión Nacional de Televisión - en Liquidación. El régimen de liquidación será el determinado por el Decreto-Ley 254 de 2000 y las normas que lo modifiquen o adicionen, salvo lo que fuera incompatible con la presente ley. La Comisión Nacional de Televisión, en liquidación, no podrá iniciar nuevas actividades en desarrollo de sus funciones y conservará su capacidad jurídica únicamente para expedir los actos, celebrar los contratos y adelantar las acciones necesarias para su liquidación
El período de liquidación deberá concluir a más tardar en un plazo de seis (6) meses contados a partir de la entrada en liquidación de la Comisión Nacional de Televisión, vencido el término de liquidación señalado o declarada la terminación del proceso liquidatorio con anterioridad a la finalización de dicho plazo, terminará para todos los efectos la existencia jurídica de la Comisión Nacional de Televisión. El Gobierno Nacional podrá prorrogar el plazo de liquidación de manera motivada cuando las circunstancias así lo aconsejen, en todo caso la prorroga no podrá exceder de un término mayor a seis (06) meses.
Los servidores públicos de la Comisión Nacional de Televisión – En Liquidación deberán ser amparados bajo las normas legales laborales vigentes. Durante el proceso Liquidatorio se prohíbe vincular nuevos servidores públicos.

La Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, transferirá en caso de ser necesario, a la entidad en liquidación,  los recursos suficientes para que pueda cumplir con el pago de las indemnizaciones y demás acreencias laborales a que tengan derecho los servidores que sean retirados.

ARTÍCULO 21º. LIQUIDACIÓN DE CONTRATOS Y CESIÓN DE LA POSICIÓN CONTRACTUAL, JUDICIAL Y ADMINISTRATIVA.  Todos los contratos celebrados por la Comisión Nacional de Televisión para la atención de gastos de funcionamiento deberán ser terminados y liquidados por la Comisión Nacional de Televisión - en Liquidación. 
Por Ministerio de la presente ley, las entidades públicas a las que se transfieren las funciones de la Comisión Nacional de Televisión la sustituirán en la posición contractual de
los demás contratos, de acuerdo con la distribución de funciones que la presente ley ordena. 

De la misma manera, las mencionadas entidades sustituirán a la Comisión Nacional de Televisión en la posición que esta ocupe en los procesos judiciales en curso, incluyendo arbitramentos en que esta participe en cualquier calidad. 

Igualmente tales entidades públicas continuarán sin solución de continuidad, con las actuaciones administrativas que se encuentren en curso a la entrada en vigencia de la presente ley. 

La Comisión Nacional de Televisión, en liquidación, coordinará con dichas entidades el cumplimiento de lo dispuesto en los incisos 2º, 3º y 4º de este artículo. 

Artículo 22º.   VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial el literal l del artículo 5 y el inciso segundo del numeral 3 del artículo 37 de la Ley 182 de 1995, en cuanto a la vinculación de los canales regionales a la Comisión Nacional de Televisión
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